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acordar, asimismo imperativamente, la demolición
de lo ilegítimamente construido y que no sea sus-
ceptible de legalización, todo ello a tenor de los
preceptuado en los aps. 2º y 3º. Del citado art. 184;
por tanto, este específico sistema de control de la
legalidad urbanística, en el que prima el interés
público, no se articula en un expediente sancionador
ordinario sino cautelar y sumario, de contenido
limitado, en el que adquiere fundamental relevancia
el requerimiento al responsable de la obra para que
cumpla la carga jurídica que supone lo dispuesto en
aquel precepto [Sentencias de esta Sala de 13-12-
1984, de 7-2-1990  y 3-10-1991].

En segundo lugar, porque tal requerimiento con-
minatorio constituye el requisito necesario y sufi-
ciente para las ulteriores actuaciones administrati-
vas con arreglo a lo previsto en el repetido art. 184,
sin que sea precisa además otra audiencia del
interesado para estimar que se ha acatado el princi-
pio consagrado en el art. 24.1 de la Constitución,
habida cuenta de lo que dispone el art. 105.c) del
mismo Texto Fundamental (garantizando «cuando
proceda», la audiencia del interesado); máxime si,
como sucede en el caso que se enjuicia, no ha
existido en modo alguno la indefensión que mantiene
el apelante, dados los recursos interpuestos por los
demandantes en vía administrativa [criterio reconoci-
do en la Sentencia de esta Sala de 29-1-1990]...

En consecuencia y teniendo además en cuenta
las acertadas consideraciones que, a este respecto,
contiene la sentencia recurrida, no se estima proce-
dente decretar la nulidad de pleno derecho de las
actuaciones del expediente que pretende el recu-
rrente, por aparecer conformes con las normas que
rigen el procedimiento específico en que los actos
municipales recurridos han sido dictados.

STS de 30 junio 2000 (Ar. 6954):

"La observancia de la ordenación urbanística es
ajena al Derecho sancionador que se invoca, ya que
la medida de demolición acordada no constituye una
sanción propiamente dicha, sino el mecanismo ade-
cuado para el restablecimiento de la legalidad urba-
nística vulnerada. La medida de demolición como
restauradora del ordenamiento jurídico perturbado
es compatible, y distinta, de la imposición de sancio-
nes a los responsables, previa tramitación del co-
rrespondiente procedimiento sancionador, ... Ocurre
que, como explicamos en las sentencias de 28 de

abril y 31 de junio de 2000, la coercibilidad de la
norma urbanística se disocia en dos mecanismos
de protección conectados entre sí y compatibles
entre ellos, ... ni sea pertinente traer al que ahora
se discute los principios de responsabilidad subje-
tiva del procedimiento sancionador, por lo que
decaen las alegaciones que se formulan sobre
este extremo.

Por último, será de indicar que el cumplimiento
de la legalidad es, por definición y en sí mismo, de
interés general, por lo que no prosperan las alega-
ciones sobre la improcedencia de demoler que
tratan de relativizar la trascendencia de las trans-
gresiones cometidas."

· Que, como ya se ha hecho constar, la intere-
sada, como dice la STS de 28 abril 2000, "confun-
de las medidas dirigidas a la restauración del orden
jurídico infringido por una trasgresión de la legali-
dad urbanística y las sanciones que se imponen
como consecuencia de expedientes sancionado-
res seguidos a raíz de dichas infracciones."

TERCERA.- En la alegación TERCERA, la
interesada manifiesta lo siguiente: "Concurre igual-
mente otra de las causas de nulidad previstas en
el artículo 62.1 de la Ley 30/92, de 26 de diciembre,
pues la Consejería de Fomento es un órgano
manifiestamente incompetente para acordar la
incoación del Expediente para la adopción de
Medidas de restablecimiento de la legalidad urba-
nística, a la luz de los establecido los artículos
(sic) 184 del Real Decreto 1346/1976, por el que se
aprueba la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordena-
ción Urbana y art. 29 del Reglamento de Disciplina
Urbanística.-

En su defecto, para el supuesto de que existiera
delegación de competencias, de la Ley 30/92, de
26 de noviembre, pues los órganos de las Adminis-
traciones públicas pueden delegar el ejercicio de
las competencias que tengan atribuidas en otros
órganos de la misma Administración , pero las
delegaciones de competencias se deben publicar
en el Boletín Oficial de la Provincia y las resolucio-
nes administrativas que se adopten por delegación
deben indicar expresamente esta circunstancia y
se considerarán dictadas por el órgano delegante.

No cumpliendo la Resolución mencionada lo
dispuesto en esta norma básica, incurre una nueva
causa de nulidad de la misma y provoca indefen-


